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  «Algunas personas me han visto como un pedante,

  pero insisto en que soy un tendero».


  STEPHEN JAY GOULD,

  Brontosaurus y la nalga del ministro,

  Barcelona, 1993


  


  


  «Dadme libertad para saber, expresar y argumentar

  de acuerdo con mi conciencia, por encima

  de todas las libertades».


  JOHN MILTON,

  Aeropagítica, Londres, 1644
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  Capítulo I

  

  CRISIS Y RECUPERACIÓN

  DE LA ECONOMÍA ESPAÑOLA


  


  


  


  


  Aunque pueda parecer un tópico —y de hecho lo es, sin que ello le quite nada de su relevancia— y aunque para muchos resulte irritante evocarlo, lo cierto es que aquel 21 de diciembre de 2011 en el que Mariano Rajoy tomó posesión de la Presidencia del Gobierno, España se deslizaba hacia un abismo. La crisis económica se había desencadenado algo más de cuatro años antes, pero en su principio nadie quiso saberlo. Como en el universo de Gabriel García Márquez, en su Aracataca natal cuando la compañía bananera se fue llevándoselo todo y dejando a «sus gentes taciturnas, devastadas por los recuerdos… o nadie lo creía o nadie se atrevió a pensar en sus estragos».1 Una buena parte de los ciudadanos prefirió seguir escuchando los cantos de sirena de José Luis Rodríguez Zapatero, con su progresismo simbólico, sus promesas de prosperidad y sus disparatadas políticas de millonario gasto que habían de conducir al Estado al borde mismo de la quiebra. Ahora, después de cuatro años de medias verdades y engaños, de bandazos en la política económica y de deterioro en su bienestar, los españoles habían dado la mayoría absoluta al Partido Popular y el presidente Rajoy se disponía a afrontar una difícil tarea que, a la postre, había de producir múltiples descontentos, pues por el momento parecía que todos tendríamos algo que perder y nada garantizaba que hubiéramos de salir airosos de aquel embate.


  Rajoy, sin embargo, haciendo gala de esa parsimonia que le caracteriza y que es una mezcla de pachorra conservadora y de arte para explotar en su favor la incertidumbre de los demás, no se apresuró a tomar decisiones radicales. Prefirió esperar hasta el comienzo de la primavera siguiente, pues se jugaba redondear el poder de su partido en las inmediatas elecciones autonómicas de Andalucía. Ganó esos comicios pero no pudo colocar a sus seguidores en el gobierno regional, pues, como tantas otras veces, una coalición oportunista mantuvo al Partido Socialista al frente del Palacio de San Telmo en Sevilla. Los tres meses perdidos fueron como otros tantos mazazos sobre el deterioro de las condiciones económicas de España, ya que aunque a muchos les parecía que cualquier gobierno merece cien días sin crítica y la prima de riesgo estaba dando un respiro, manteniéndose sobre un nivel que todavía no amenazaba la sostenibilidad de las finanzas públicas, estas continuaban deteriorándose lo mismo que las rentas de los ciudadanos y que la actividad productiva.


  Al final de marzo, el Consejo de Ministros aprobaba el proyecto de Presupuestos Generales del Estado para 2012, con severas reducciones en el gasto de los ministerios y aumentos sustantivos en la recaudación de impuestos. Estos eran objeto de un real decreto-ley que se sumaba a la subida del Impuesto sobre la Renta —un recargo de solidaridad, se dijo entonces— decretada un día antes de que acabara el año precedente. La nueva regulación, curiosamente, establecía también una amnistía fiscal que nadie entendió y que, todavía hoy, aun cuando se vean sus frutos en un cierto incremento de la recaudación derivada de la lucha contra el fraude fiscal, ningún economista académico justifica. El paquete se completaría unas semanas más tarde, el 27 de abril, con un Programa Nacional de Reformas que acompañaba al obligado programa de estabilidad que todos los gobiernos comunitarios deben someter a la aprobación de la Comisión Europea en virtud de los compromisos establecidos en los tratados y de las reglas de equilibrio presupuestario derivadas de ellos. Se formulaba así una política de austeridad que, con una configuración cambiante en sus detalles, pues el pragmatismo de que ha hecho gala el gobierno de Rajoy es indudable, ha llegado hasta nuestros días. Ha sido una política no solo de recortes, sino también de cambios en las instituciones y en las regulaciones que dan cauce a las actividades económicas. Cambios que muchas veces han sido relevantes, incluso algo osados, pero que también se han quedado en ocasiones a la mitad del camino y que, en cualquier caso, se han pegado como un vestido ceñido sobre el corpus estrictamente económico, evitando en todo lo posible entrar en la procelosa arena de la política.


  En un capítulo posterior entraré a analizar las que considero más importantes entre esas reformas, pero ahora conviene que, para tratar de entenderlas, nos retrotraigamos sobre el curso de la crisis para examinar las causas que dieron lugar a su desencadenamiento y, sobre todo, a su severidad para con los españoles.


  


  


  ¿Cómo llegamos a esto?


  


  Para entender bien la crisis en la que hemos vivido inmersos durante estos últimos años, debemos evocar los aspectos esenciales del último ciclo expansivo de la economía española, el que arranca con la legislatura que llevó a Aznar al gobierno y se cierra al acabar Zapatero su primer turno en la presidencia. Esa época de prosperidad tuvo, en mi opinión, tres fundamentos principales: el primero fue la estabilización de la economía que nos condujo al euro; el segundo se derivó de la expansión demográfica que, asentada sobre una alta natalidad, tuvo lugar en España hasta unos veinte años antes de la época de la que estamos hablando; y el tercero se refiere a las condiciones financieras que acompañaron durante unos cuantos años a la entrada en vigor del euro. Vayamos con ellos.


  A mediados de la década de 1990 España acababa de salir de la crisis, intensa pero corta, que acompañó al derrumbamiento del sistema monetario europeo en 1992. Las sucesivas devaluaciones de la peseta que tuvieron lugar en ese año y el siguiente restauraron la competitividad de nuestras exportaciones y, sobre este fundamento, se pudo recuperar la senda del crecimiento. Sin embargo, el principal reto para el país no era solo ese. En febrero de 1992 se había firmado el Tratado de Maastricht que entraría en vigor al año siguiente marcando las condiciones y los plazos que, para el final del siglo, serían de obligado cumplimiento para aquellos estados miembros de la Unión Europea que aspiraran a formar parte de la Unión Monetaria y, por tanto, a pertenecer a la Zona Euro. Unas condiciones referidas a los límites de la inflación, el déficit público, el nivel alcanzado por la deuda gubernamental, los tipos de interés y la estabilidad de los tipos de cambio de las monedas nacionales, que en el caso de España no se cumplían y parecía difícil que pudieran llegarse a alcanzar.


  El gobierno de Felipe González, en la que sería su última legislatura, con Pedro Solbes al frente del Ministerio de Economía, no adoptó con seriedad medidas de política económica conducentes a lograr los objetivos de Maastricht y, de hecho, cerró su etapa sin haberse aproximado, aunque fuera mínimamente, a su cumplimiento. González le dejó la tarea a su sucesor, José María Aznar, quien accedió a la Jefatura del Gobierno, tras las elecciones de 1996, en unas condiciones políticas relativamente precarias, pues, estando en minoría, necesitó apoyarse en los partidos nacionalistas vasco y catalán para ello.


  El apoyo nacionalista tuvo unos costes políticos indudables, pero no impidió que Aznar identificara la entrada de España en el euro como el principal objetivo de su presidencia; una identificación que vinculó al prestigio internacional del propio país y que interpretó como una oportunidad para su definitiva modernización. En sus memorias señaló a este respecto que «desde que arrancó el sueño del euro… nunca dudé de que España debía estar entre sus países fundadores. España llevaba demasiado tiempo llegando tarde a todo… Nuestra historia era la de quien se sube con retraso y con billetes de segunda a un tren que ya está en marcha. Ahora teníamos la oportunidad de ser su locomotora. Podíamos protagonizar uno de los grandes hitos de la historia de la convivencia europea».2


  El reto no era nada fácil y Aznar se lo encomendó a Rodrigo Rato para que, desde el Ministerio de Economía, liderara el equipo que había de lograrlo. Y así fue: en apenas dos años disciplinaron el gasto del Estado; congelaron las retribuciones de los funcionarios; emprendieron una política de desregulación de los mercados que redundó en un importante aumento de la competencia e impulsó la eficiencia, mejorando la productividad; y desarrollaron un amplio programa de privatizaciones que transfirió una buena parte de las empresas públicas estatales al sector privado, obteniendo como contrapartida más de 22.000 millones de euros, que sirvieron para amortizar una buena parte de la deuda pública. Como resultado, el examen de Maastricht se aprobó en todos sus criterios y España adoptó el euro como unidad de cuenta desde el principio de 1999 y tres años más tarde, junto a los otros once socios iniciales, sustituyó las viejas pesetas por los nuevos euros en la circulación monetaria.


  Pero más allá del logro del euro, lo relevante es que la política desarrollada por el gobierno Aznar estabilizó la economía, situó en equilibrio las cuentas exteriores y redujo drásticamente las necesidades de financiación del sector público, liberando así recursos que alimentaron la inversión y, con ella, la producción y el empleo. En los cuatro paneles que forman el gráfico 1, el lector puede comprobarlo sin dificultad. El esfuerzo requerido para ingresar en la Unión Monetaria estaba rindiendo sus frutos y encaminaba al país hacia una etapa de crecimiento que habría de interrumpirse abruptamente unos cuantos años más tarde, cuando, como veremos, se quebraron las condiciones financieras que la habían alimentado.


  Antes he señalado que el segundo de los fundamentos de la expansión tenía que ver con la demografía. La población de cualquier país evoluciona de una manera gradual, paulatina y carente de estridencias; pero impone sus cambios de forma inexorable, sin que ningún gobierno ni ninguna sociedad puedan escapar a ellos. Tales cambios están anunciados con mucho tiempo de antelación en los valores que adoptan sus variables básicas referidas al nacimiento y muerte de los individuos o a los desplazamientos geográficos de estos. La mano de hierro de la demografía se impuso en España, en la época de la que estamos hablando, cuando las generaciones nacidas en los años setenta y los primeros ochenta llegaron a la edad adulta. Eran las generaciones más numerosas de la historia, con entre 500.000 y 700.000 individuos cada una, que habían nacido cuando, tras la Ley de Educación de Villar Palasí —el ministro de Franco que instituyó la Enseñanza General Básica (EGB)—, se generalizó la escuela para todos los españoles, buena parte de los cuales habían pasado a estudiar el bachillerato y habían completado su formación en la universidad. Para hacernos una idea de las dimensiones de este fenómeno, se puede señalar que si al comenzar el decenio de 1980 había en España 2,6 millones de personas de entre veinticinco y veintinueve años, en 1995 ya habían alcanzado los 3,2 millones y diez años más tarde, en su momento culminante, llegaban a los 3,8 millones.


  Estos españoles que, tras acabar sus estudios, se adentraban en la vida adulta, estaban deseosos de trabajar, de formar nuevas familias y de encontrar un hogar. Y a ellos, débilmente durante el último quinquenio del siglo pasado y de una manera arrolladora a partir del año 2000, se les añadieron 5 millones de inmigrantes extranjeros, la mayor parte de ellos trabajadores que trataban de resolver su vida en España, alentados por la llamada de la prosperidad.


  


  
    Gráfico 1. Evolución del PIB, el mercado de trabajo, la tasa de inversión y la financiación en España
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  El país contaba por tanto con una abundante mano de obra que, como muestra el panel superior derecho del gráfico 1, posibilitó una enorme expansión del empleo —que pasó de 14,4 a 22,2 millones de puestos de trabajo entre 1995 y 2008— a la vez que redujo drásticamente la tasa de paro desde el 20,7 al 8,2 por ciento de la población activa. Este aumento del empleo fue posible porque, simultáneamente, la inversión, tanto empresarial como inmobiliaria, experimentó un crecimiento permanente. En el panel inferior izquierdo del gráfico 1 el lector puede comprobar que la parte del PIB dedicada a la inversión pasó del 22 a casi el 30 por ciento durante el periodo que estamos analizando. Y como consecuencia de todo ello, la riqueza de los españoles se vio muy favorecida, de manera que el PIB por habitante se incrementó desde los 17.887 euros del año 1995 a los 24.504 del año 2007. En esta última fecha, después de un larguísimo periplo que había durado décadas, por fin España superaba la renta media de la Unión Europea. Sin embargo, pronto, con la crisis, se perdería ese nivel, desvaneciéndose así el ensueño al que habían aspirado varias generaciones de españoles.


  No debe sorprendernos que uno de los fundamentos más relevantes de la expansión económica de aquella época estuviera en el sector inmobiliario, pues eran muchas las personas que demandaban viviendas de nueva construcción. A este sector, pronto le acompañaría la construcción de infraestructuras —siendo los ferrocarriles de alta velocidad su paradigma de modernidad—, así como el aumento de la oferta turística sustentada sobre nuevas edificaciones de hoteles y apartamentos, propiciada en este caso, en gran medida, por el incremento de la demanda internacional.


  Y no sorprende porque, además, la entrada de España en el área del euro generó unas condiciones financieras extraordinariamente propicias para ello. En efecto, el nuevo marco monetario condujo a que en muy poco tiempo los tipos de interés de la banca se fueran alineando con los imperantes en los países del núcleo central de la Zona Euro, notoriamente más bajos que los que, hasta entonces, se venían aplicando en España. Ello facilitó a los demandantes de viviendas —los jóvenes españoles, primero, los trabajadores inmigrantes, después, y entre todos ellos los turistas y jubilados europeos— un acceso barato al crédito hipotecario para financiar sus inversiones inmobiliarias. Estas llegaron a suponer, ya en la década de 2000, más de once puntos porcentuales del PIB, duplicando así los niveles que se habían registrado en el decenio anterior.


  El impulso de la demanda trajo consigo, desde 2001, una escalada en los precios de la vivienda que, desde el sector financiero, fue interpretada como una bendición, pues al estar los créditos avalados por los inmuebles cuya compra se financiaba, el valor de esta garantía no hacía más que subir. Ello es lo que explica que los bancos y sobre todo las cajas de ahorro se lanzaran a la captura de nuevos clientes, relajando las condiciones de las hipotecas, extendiendo su plazo hasta cincuenta años y facilitando que con ellas se financiaran no solo las edificaciones, sino también el equipamiento doméstico, la adquisición de automóviles, la boda de los compradores y hasta su viaje de novios. Aquellas garantías cuyo valor se expandía misteriosamente lo justificaban todo, incluso el abandono de las reglas de la prudencia bancaria, el análisis riguroso de los riesgos y la comprobación de la solvencia a largo plazo de los clientes. Cuando la burbuja especulativa se pinchó, semejantes dislates mostraron con toda crudeza que se había vivido en un país de jauja, en una ficción contable que se deshacía como los azucarillos en el agua mientras la realidad se acababa imponiendo sobre unos españoles que asistían atónitos a su empobrecimiento colectivo.


  Porque, todo hay que decirlo, aquellas compras inmobiliarias que empujaron la tasa de inversión hasta el 29,6 por ciento del PIB (véase el panel inferior izquierdo del gráfico 1), explicando unas tres cuartas partes de su aumento desde el 25,4 por ciento del año 2000, no se financiaron con el ahorro de los españoles, sino más bien con la apelación al ahorro exterior, principalmente de los países del núcleo central de la Zona Euro. Que el ahorro nacional no llegaba para tanto dispendio se ve muy claramente en la evolución de las necesidades de financiación de la economía española (panel inferior derecho del gráfico 1), que entraron en la zona negativa desde 1999 y que, a partir de 2004, se dispararon hasta llegar a un insostenible nivel del -9,3 por ciento del PIB. El lector debe tener claro que España ha sido tradicionalmente un país de ahorro insuficiente, aunque por lo general esta deficiencia podía ser soportada porque su diferencia con la inversión se movía en límites razonables. Por ejemplo, durante las décadas de 1980 y 1990, a ambas magnitudes apenas les separó, en promedio, una cantidad equivalente a un punto porcentual del PIB. Ahora, sin embargo, no era así; y el desequilibrio amenazaba con convertirse en una llamada para la crisis.


  La insuficiencia del ahorro nacional a la que acabo de aludir era, por otra parte, la expresión genuina de las carencias de competitividad de la economía española. España es un país que tradicionalmente ha dedicado menos recursos que otros a la creación de tecnología, que ha tenido una base industrial menos compleja que la de las grandes naciones europeas y más volcada hacia las manufacturas tradicionales o de mediana complejidad tecnológica, y que, pese a los esfuerzos realizados en la educación, adolece todavía de un capital humano claramente inferior al de aquellas. Estas carencias dificultaban que el país generara un excedente en sus operaciones comerciales internacionales, aun cuando con el turismo y algunas otras exportaciones de servicios se podía paliar de manera parcial tal deficiencia.


  En los años a los que nos estamos refiriendo, los problemas de competitividad se agudizaron, principalmente porque el auge inmobiliario absorbió demasiados recursos y ello impidió que la industria creciera al mismo ritmo que el conjunto de la economía. De hecho, el país se desindustrializó, de manera que las manufacturas perdieron peso en el conjunto de las actividades productivas. Como consecuencia, el desequilibrio comercial se hizo cada vez más grande. Quedaba así claro que, en la España del comienzo del siglo XXI, bajo la apariencia de la prosperidad se ocultaba un apremiante vacío en cuanto a la capacidad competitiva internacional.


  Resumamos, en la etapa que hemos analizado, la pujanza de la economía española —sustentada sobre una estabilización exitosa que dio paso al euro, una demografía que ampliaba el número de los jóvenes que entraban en la edad adulta y una relajación financiera basada en el ensanchamiento del crédito exterior— llevaba consigo las semillas de la depresión. A la altura de 2007, con uno de los déficit exteriores más grandes del mundo, España se deslizaba por el filo de la navaja y cualquier acontecimiento inesperado podía hacerla caer en el abismo.


  


  


  La crisis que viene de fuera


  


  El detonante de la crisis no fue otro que el colapso del mercado hipotecario en Estados Unidos, un acontecimiento que se trasladó velozmente al resto del mundo, dando lugar al vaciamiento de la liquidez en los mercados interbancarios (véase el recuadro de la página siguiente). Tras la quiebra de Lehman Brothers, en septiembre de 2008, todos los indicadores económicos, que ya venían experimentando una desaceleración desde un año antes, se derrumbaron. Como se reflejaba en el gráfico 1, el PIB per cápita, el empleo y la inversión fueron acumulando pérdidas continuadas durante los cinco años siguientes, las finanzas públicas entraron rápidamente en una situación de déficit y, con aquella profunda recesión, empezó a corregirse el desequilibrio del sector exterior. Habría que esperar hasta 2014 para que las principales variables macroeconómicas empezaran a mostrar un vuelco, signo inequívoco de la recuperación. Entretanto, si se comparan las cifras de 2007 y 2013, se comprueba que el nivel del producto por habitante —expresivo del grado de bienestar de los españoles— se había reducido en casi un 10 por ciento y su valor real era casi parejo al del año 2001. Se constata asimismo la destrucción de 3,6 millones de puestos de trabajo, con lo que el número de personas ocupadas se retrotrajo también hasta el nivel del comienzo del siglo. Y la inversión se contrajo de tal manera que aún hoy no ha logrado alcanzar la tasa correspondiente al año 1995. De la enormidad de la crisis para la economía nacional y para la de cada uno de los ciudadanos, no cabe la menor duda.


  Y sin embargo la crisis no fue debidamente identificada en su etapa inicial por el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, cuyo ministro de Economía, Pedro Solbes, la consideró un acontecimiento menor. Se pensaba que la crisis venía de fuera, de Estados Unidos, y se creía que sería en ese país donde encontraría rápidamente su solución, antes de que pudiera dañar la prosperidad española. Es público y notorio que ambos políticos negaron la crisis, empleando para ello todo tipo de eufemismos, mientras los acontecimientos se desarrollaban de manera inexorable. Tal vez a ese diagnóstico se llegó porque, en sus primeros meses, la crisis financiera tenía en España un carácter distinto al de los otros países; y también porque no se quería reconocer que los desequilibrios acumulados durante la primera legislatura de Zapatero —que estaba a punto de completarse— eran potencialmente muy peligrosos en aquella situación.


  


  


  
    EL ORIGEN DE LA CRISIS FINANCIERA INTERNACIONAL


    


    El desencadenamiento de la crisis financiera internacional tuvo lugar en Estados Unidos cuando, en 2006, el mercado hipotecario se vino abajo al estallar una burbuja inmobiliaria que se había estando gestando desde 1997. Entre esas dos fechas el precio de las viviendas aumentó en un 124 por ciento. Tal inflación de los activos inmobiliarios atrajo una imponente cantidad de recursos financieros hacia ese mercado, a la vez que, a medida que pasaba el tiempo, entraban en él compradores de discutible solvencia.


    En el país norteamericano, eran los bancos de inversión —que no pueden admitir depósitos de los ahorradores y se financian a través de la emisión de bonos y otros títulos— los que operaban en el mercado hipotecario. En su afán por ampliar su cartera de negocios, estas entidades extendieron los préstamos hacia inversores de bajo nivel de renta, con la idea de que, si se revelaban insolventes, el valor de las viviendas que garantizaban los préstamos sería suficiente para cubrir las pérdidas, pues su precio no hacía más que subir. Para obtener los recursos monetarios con los que financiar los créditos, estos bancos podían titulizar las hipotecas; es decir, podían emitir bonos respaldados por las hipotecas concedidas. Tales bonos tenían un plazo de devolución de unos pocos años, mientras que las hipotecas se concedían a muy largo plazo. Estos títulos, reputados como excelentes por las agencias de calificación de riesgos, eran vendidos a bancos y otros clientes en todo el mundo, pues ofrecían rentabilidades muy atractivas.


    El negocio creció como la espuma durante casi una década, hasta que, a partir de 2004, las condiciones sobre las que se sustentaba empezaron a cambiar. Por una parte, en junio de ese año la Reserva Federal empezó a aumentar los tipos de interés para frenar la inflación, de manera que, hasta julio 2006, pasaron del 1 al 5,25 por ciento. Ello encareció los intereses de las hipotecas, provocando un número creciente de insolvencias. Estas se agravaron cuando, desde mediados de 2006, los precios de la vivienda comenzaron a bajar y, consecuentemente, el valor de las garantías hipotecarias se redujo.


    Las consecuencias de estos dos acontecimientos no se hicieron esperar. A medida que los clientes subprime fallaban en el pago de sus mensualidades, los bancos prestamistas se quedaban con unas casas crecientemente desvalorizadas. En sus balances, las pérdidas se acumulaban de manera paulativa. En el verano de 2007, estas llegaban a niveles milmillonarios y se trasladaban hacia los bancos de todo el mundo que habían comprado los títulos hipotecarios. Estos bancos, por otra parte, no querían hacer pública su exposición a las pérdidas, para no generar desconfianza en los demás y perder así su posición en el mercado interbancario al que acudían todos los días para obtener o ceder liquidez. Pero como todos o casi todos se sabían tocados por la insolvencia norteamericana, ocurrió lo contrario: la desconfianza se extendió como un reguero de pólvora y derivó en el colapso de los mercados financieros. El 9 de agosto de 2007, el Banco Central Europeo tuvo que inyectar 95.000 millones de euros en esos mercados para afrontar el pánico que había provocado la decisión del gigante francés BNP Paribas de suspender la amortización de sus fondos de inversión.


    La crisis financiera estaba servida. Todavía en 2007 cayó el banco británico Northen Rock, que sería nacionalizado. Y en 2008 se fueron sucediendo otras crisis: en Estados Unidos, Bear Stearns, Merrill Lynch, AIG, Goldman Sachs, Morgan Stanley, Washington Mutual y las aseguradoras Fanni Mae y Freddie Mac; en Gran Bretaña, Bank of Scotland y Bradford and Bingley. La quiebra de Lehman Brothers el 15 de septiembre de 2008 dejó definitivamente claro que nadie se encontraba a salvo.

  


  


  Fuente: Elaborado a partir de Robert Skidelski (2009), El regreso de Keynes, Ed. Crítica, Barcelona.


  


  


  Habría pronto, en marzo de 2008, unas elecciones generales y admitir la crisis habría descalificado la batería de medidas de gasto —como el cheque-bebé de 2.500 euros, vigente desde el año anterior, o la promesa de devolución de 400 euros a cada contribuyente del IRPF— que se habían arbitrado para ganarlas.


  Veamos esos aspectos. Inicialmente la crisis financiera en España fue una crisis de liquidez y no de solvencia como en otros países. En estos últimos, los bancos se vieron atrapados por el problema de los títulos hipotecarios norteamericanos, porque los habían adquirido con profusión; y por ello, al revelarse las pérdidas derivadas de las hipotecas subprime, sus activos se desvalorizaron bruscamente, hasta el punto de que un buen número de entidades entró en quiebra. No pasaba lo mismo en España, donde, con excepción de algún que otro fondo de inversión marginal, ni los bancos ni las cajas de ahorro habían comprado aquellos títulos. Su problema era distinto y venía de la mano de la contracción de la liquidez internacional. Al menos en los primeros meses de la crisis, las entidades españolas lo que temían era no poder obtener en los bancos europeos el dinero necesario para hacer frente a la refinanciación de sus propias emisiones de títulos de deuda. No olvidemos que esas entidades crediticias habían estado financiando sus hipotecas —que son créditos a muy largo plazo— con el dinero que les prestaban a tres o cuatro años en Europa; y, por tanto, para hacer frente a los pagos acordados, necesitaban renovar ese mismo mecanismo tantas veces como fuera necesario para acomodar los plazos entre el periodo de devolución de las hipotecas en España y el de los títulos de deuda colocados en el exterior. Esto es lo que había venido ocurriendo en los años precedentes al amparo de la confianza que se desprendía del hecho de operar dentro de una misma área monetaria, la zona del euro. Pero ahora, el agotamiento de la liquidez internacional, fruto de la desconfianza en los sistemas bancarios, dejaba inermes a nuestros bancos y cajas.


  Careciendo de fondos suficientes, estas entidades adoptaron la decisión de reducir los créditos que concedían a los demás agentes económicos, con lo que la crisis de liquidez se trasladó al sector productivo de la economía. Las empresas industriales y de servicios comenzaron así a despedir trabajadores y a dejar de hacer frente a sus deudas. A su vez, en el sector de las administraciones públicas, especialmente en los ayuntamientos, los gobiernos autonómicos y las universidades, las facturas empezaron a guardarse en los cajones, a la espera de mejores tiempos para sus ingresos, pues una consecuencia de la crisis estaba siendo la reducción de la recaudación fiscal. En definitiva, la cadena de impagos se fue generalizando y, una vez puesta en marcha, se llevó por delante a las muchas empresas que no pudieron aguantar. Su quiebra hizo elevarse enormemente el desempleo, a la vez que dejaban de devolverse una buena parte de los créditos recibidos con anterioridad. La crisis de liquidez rebotó así sobre los bancos y, de manera mucho más acusada, sobre las cajas de ahorro, convertida en una crisis de solvencia. La montaña de deudas impagadas con estas últimas entidades era de tal magnitud que casi todas ellas —con muy pocas excepciones— quebraron y tuvieron que ser intervenidas por el Banco de España. Al final, los desequilibrios acumulados en la época de prosperidad acabaron dañando la solvencia del sistema financiero y la crisis española, aunque Zapatero y su gobierno no quisieran reconocerlo, se hizo indistinguible de la que azotaba a los otros países europeos. La crisis que venía de fuera se trocó con la que se había gestado dentro.


  


  


  Los errores de la política económica de Zapatero


  


  Aunque, según los testimonios que han trascendido de sus protagonistas, es posible que en el equipo económico de Zapatero se hubieran planteado discrepancias acerca de la política a seguir durante la etapa inicial de la crisis, lo cierto es que el presidente se ajustó a un esquema de actuaciones sustentado sobre tres patas: una, que como ya se ha apuntado la crisis venía de fuera y también de fuera llegaría su solución, al tratarse de una perturbación financiera; dos, que la crisis no tenía sustento real en la economía española, singularmente en su sistema bancario, al que se consideraba como uno de los mejores del mundo; y tres que, en esas circunstancias, lo único que había que solventar era la caída coyuntural de la demanda mediante programas de gasto público que compensaran los efectos de la contracción del sector privado, pues había margen para ello debido a la existencia de unas cuentas públicas saneadas.


  Dicho y hecho, Zapatero que, en 2007, se enfrentaba a un ciclo electoral próximo se aprestó a incrementar el gasto público buscando impactar sobre grupos de ciudadanos bien identificables para recabar sus votos. Tal era la funcionalidad del cheque-bebé o de la rebaja lineal de 400 euros en el IRPF a los que ya se ha hecho referencia. Después vendrían, en abril de 2008, un plan de 10.000 millones para reactivar la demanda o, en diciembre del mismo año, el Plan E con otros 8.000 millones destinados a los ayuntamientos —que sería reeditado once meses después con otros 5.000 millones—. A ello se añadirían las ayudas a las entidades de crédito, pues la crisis financiera no daba tregua, que entre 2008 y 2011 acabaron sumando más de 227.000 millones de euros. Por otra parte, para compensar los apoyos nacionalistas que recibía desde Cataluña, en 2009 se embarcó en un nuevo sistema de financiación autonómica que, además de requerir un aumento en los recursos del Estado destinados a las comunidades autónomas, tuvo como efecto secundario que estas pudieran sostener e incluso aumentar sus niveles de gasto como si la crisis no fuera con ellas. Entretanto, la recaudación de impuestos no hacía más que bajar, sin que el gobierno tratara de atajar la sangría en sus ingresos. Solo en septiembre de 2009 se adoptó una subida del IVA y se suprimió la mencionada reducción lineal del Impuesto sobre la Renta.


  Con estos mimbres, las finanzas públicas experimentaron un auténtico descalabro. Entre 2007 y 2009, los ingresos del conjunto de las administraciones públicas se redujeron en un poco más de seis puntos con relación al PIB, situándose en la última de esas fechas en el 34,81 por ciento. En ese mismo periodo, como fruto de la política económica adoptada por el gobierno y también como resultado de la crisis —que había hecho crecer el gasto en la protección del desempleo y en los intereses de la deuda—, los gastos de esas mismas administraciones se incrementaron en casi 7 puntos, hasta llegar al 45,77 por ciento del PIB. La diferencia entre esas dos magnitudes —gastos menos ingresos— arrojaba la insostenible cifra negativa del -10,96 por ciento del PIB, tal como se ha mostrado en el gráfico 1 (panel inferior derecho).


  Pero, más allá de estas consideraciones generales, conviene adentrarse por los entresijos de las cuentas públicas para obtener una visión más completa del asunto. En el cuadro 1 he reunido los datos más importantes, descomponiéndolos por tipos de administraciones. Por el lado de los ingresos —recursos no financieros, según la terminología contable— se puede observar que la caída que tuvo lugar hasta 2009 es achacable casi en exclusiva a la Administración Central, lo que se explica fundamentalmente por la reducción en la recaudación de los impuestos directos e indirectos por parte del Estado. Las demás administraciones, por el contrario, no vieron mermados sus ingresos, pues la caída del rendimiento fiscal de los impuestos autonómicos y municipales —que resultó más bien modesta— se compensó sobradamente con las transferencias recibidas del Estado. En el caso de la Seguridad Social, las cotizaciones sociales se mantuvieron estables, con lo que el aumento de las transferencias recibidas permitió a sus gestores aumentar los ingresos en una cantidad equivalente al 2,2 por ciento del PIB.


  


  Cuadro 1. Cuentas de las administraciones públicas, 2007-2011 (en % del PIB)


  
    
      
        	
          

        

        	
          ADMINISTRACIÓN CENTRAL

        

        	
          ADMINISTRACIÓN REGIONAL

        

        	
          ADMINISTRACIÓN LOCAL

        

        	
          SEGURIDAD SOCIAL

        

        	
          TOTAL DE LAS AA.PP.

        
      


      
        	
          2007

        

        	
          2008

        

        	
          2009

        

        	
          2010

        

        	
          2011

        

        	
          2007

        

        	
          2008

        

        	
          2009

        

        	
          2010

        

        	
          2011

        

        	
          2007

        

        	
          2008

        

        	
          2009

        

        	
          2010

        

        	
          2011

        

        	
          2007

        

        	
          2008

        

        	
          2009

        

        	
          2010

        

        	
          2011

        

        	
          2007

        

        	
          2008

        

        	
          2009

        

        	
          2010

        

        	
          2011

        
      


      
        	
          A. RECURSOS NO FINANCIEROS

        

        	
          19,18

        

        	
          15,70

        

        	
          13,29

        

        	
          15,81

        

        	
          16,55

        

        	
          14,62

        

        	
          14,32

        

        	
          15,44

        

        	
          13,68

        

        	
          12,90

        

        	
          6,13

        

        	
          5,98

        

        	
          6,52

        

        	
          6,44

        

        	
          6,01

        

        	
          12,49

        

        	
          12,63

        

        	
          14,69

        

        	
          14,36

        

        	
          14,68

        

        	
          40,92

        

        	
          36,72

        

        	
          34,81

        

        	
          36,23

        

        	
          36,03

        
      


      
        	
          Impuestos Indirectos

        

        	
          7,25

        

        	
          6,35

        

        	
          5,43

        

        	
          6,95

        

        	
          6,80

        

        	
          2,32

        

        	
          1,52

        

        	
          1,30

        

        	
          1,29

        

        	
          1,14

        

        	
          1,96

        

        	
          1,82

        

        	
          1,81

        

        	
          1,98

        

        	
          1,96

        

        	
           

        

        	

        	

        	

        	
           

        

        	
          11,53

        

        	
          9,69

        

        	
          8,55

        

        	
          10,21

        

        	
          9,91

        
      


      
        	
          Impuestos Directos

        

        	
          9,44

        

        	
          6,90

        

        	
          5,56

        

        	
          6,01

        

        	
          5,59

        

        	
          2,74

        

        	
          3,02

        

        	
          3,38

        

        	
          2,82

        

        	
          3,35

        

        	
          1,04

        

        	
          0,97

        

        	
          0,87

        

        	
          0,88

        

        	
          0,91

        

        	
           

        

        	

        	

        	

        	
           

        

        	
          13,23

        

        	
          10,88

        

        	
          9,81

        

        	
          9,70

        

        	
          9,85

        
      


      
        	
          Cotizaciones Sociales

        

        	
          0,93

        

        	
          0,95

        

        	
          1,04

        

        	
          1,06

        

        	
          1,05

        

        	
          0,04

        

        	
          0,04

        

        	
          0,05

        

        	
          0,05

        

        	
          0,05

        

        	
          0,03

        

        	
          0,04

        

        	
          0,04

        

        	
          0,03

        

        	
          0,03

        

        	
          11,62

        

        	
          11,69

        

        	
          11,82

        

        	
          11,68

        

        	
          11,68

        

        	
          12,62

        

        	
          12,73

        

        	
          12,95

        

        	
          12,83

        

        	
          12,82

        
      


      
        	
          Transferencias de otras AA. PP.

        

        	
          0,40

        

        	
          0,43

        

        	
          0,30

        

        	
          0,77

        

        	
          2,07

        

        	
          8,25

        

        	
          8,43

        

        	
          9,18

        

        	
          8,05

        

        	
          6,90

        

        	
          2,18

        

        	
          2,27

        

        	
          2,90

        

        	
          2,65

        

        	
          2,18

        

        	
          0,57

        

        	
          0,64

        

        	
          2,58

        

        	
          2,38

        

        	
          2,72

        

        	
           

        

        	

        	

        	

        	
           

        
      


      
        	
          Otros ingresos

        

        	
          1,15

        

        	
          1,07

        

        	
          0,96

        

        	
          1,02

        

        	
          1,04

        

        	
          1,26

        

        	
          1,31

        

        	
          1,52

        

        	
          1,48

        

        	
          1,46

        

        	
          0,92

        

        	
          0,88

        

        	
          0,91

        

        	
          0,90

        

        	
          0,92

        

        	
          0,31

        

        	
          0,29

        

        	
          0,29

        

        	
          0,29

        

        	
          0,28

        

        	
          3,54

        

        	
          3,43

        

        	
          3,50

        

        	
          3,49

        

        	
          3,45

        
      


      
        	
          B. EMPLEOS NO FINANCIEROS

        

        	
          17,90

        

        	
          18,59

        

        	
          22,41

        

        	
          20,60

        

        	
          19,98

        

        	
          14,86

        

        	
          16,03

        

        	
          17,45

        

        	
          17,40

        

        	
          18,00

        

        	
          6,44

        

        	
          6,46

        

        	
          7,07

        

        	
          7,09

        

        	
          6,80

        

        	
          11,23

        

        	
          11,96

        

        	
          13,97

        

        	
          14,58

        

        	
          14,78

        

        	
          38,92

        

        	
          41,15

        

        	
          45,77

        

        	
          45,62

        

        	
          45,45

        
      


      
        	
          Remuneración de los asalariados

        

        	
          2,00

        

        	
          2,08

        

        	
          2,27

        

        	
          2,26

        

        	
          2,23

        

        	
          5,96

        

        	
          6,42

        

        	
          7,09

        

        	
          6,99

        

        	
          6,89

        

        	
          1,76

        

        	
          1,85

        

        	
          2,02

        

        	
          2,04

        

        	
          2,04

        

        	
          0,22

        

        	
          0,24

        

        	
          0,26

        

        	
          0,25

        

        	
          0,25

        

        	
          9,94

        

        	
          10,58

        

        	
          11,64

        

        	
          11,55

        

        	
          11,40

        
      


      
        	
          Consumos intermedios

        

        	
          0,81

        

        	
          0,85

        

        	
          0,90

        

        	
          0,83

        

        	
          0,85

        

        	
          2,35

        

        	
          2,49

        

        	
          2,76

        

        	
          2,74

        

        	
          2,79

        

        	
          1,73

        

        	
          1,83

        

        	
          1,87

        

        	
          1,96

        

        	
          1,94

        

        	
          0,13

        

        	
          0,13

        

        	
          0,13

        

        	
          0,12

        

        	
          0,11

        

        	
          5,02

        

        	
          5,31

        

        	
          5,66

        

        	
          5,65

        

        	
          5,70

        
      


      
        	
          Intereses

        

        	
          1,33

        

        	
          1,30

        

        	
          1,53

        

        	
          1,70

        

        	
          2,12

        

        	
          0,24

        

        	
          0,26

        

        	
          0,26

        

        	
          0,32

        

        	
          0,48

        

        	
          0,10

        

        	
          0,12

        

        	
          0,08

        

        	
          0,07

        

        	
          0,09

        

        	
           

        

        	

        	

        	

        	
           

        

        	
          1,56

        

        	
          1,55

        

        	
          1,70

        

        	
          1,87

        

        	
          2,45

        
      


      
        	
          Subvenciones

        

        	
          0,25

        

        	
          0,24

        

        	
          0,25

        

        	
          0,26

        

        	
          0,27

        

        	
          0,35

        

        	
          0,39

        

        	
          0,40

        

        	
          0,37

        

        	
          0,38

        

        	
          0,14

        

        	
          0,15

        

        	
          0,17

        

        	
          0,16

        

        	
          0,15

        

        	
          0,36

        

        	
          0,33

        

        	
          0,33

        

        	
          0,35

        

        	
          0,34

        

        	
          1,10

        

        	
          1,11

        

        	
          1,16

        

        	
          1,14

        

        	
          1,14

        
      


      
        	
          Prestaciones Sociales

        

        	
          1,23

        

        	
          1,35

        

        	
          1,47

        

        	
          1,55

        

        	
          1,48

        

        	
          2,43

        

        	
          2,62

        

        	
          3,03

        

        	
          3,02

        

        	
          2,96

        

        	
          0,10

        

        	
          0,11

        

        	
          0,14

        

        	
          0,14

        

        	
          0,15

        

        	
          10,09

        

        	
          10,79

        

        	
          12,67

        

        	
          13,26

        

        	
          13,52

        

        	
          13,86

        

        	
          14,87

        

        	
          17,31

        

        	
          17,97

        

        	
          18,11

        
      


      
        	
          Transferencias a otras AA. PP.

        

        	
          9,12

        

        	
          9,42

        

        	
          12,58

        

        	
          10,95

        

        	
          9,77

        

        	
          0,85

        

        	
          0,96

        

        	
          0,99

        

        	
          1,33

        

        	
          2,30

        

        	
          1,04

        

        	
          0,97

        

        	
          0,85

        

        	
          1,01

        

        	
          1,26

        

        	
          0,38

        

        	
          0,43

        

        	
          0,54

        

        	
          0,56

        

        	
          0,53

        

        	
           

        

        	

        	

        	

        	
           

        
      


      
        	
          Formación Bruta de Capital Fijo

        

        	
          1,36

        

        	
          1,45

        

        	
          1,48

        

        	
          1,39

        

        	
          1,17

        

        	
          1,86

        

        	
          2,05

        

        	
          1,99

        

        	
          1,83

        

        	
          1,55

        

        	
          1,32

        

        	
          1,08

        

        	
          1,60

        

        	
          1,43

        

        	
          0,94

        

        	
          0,04

        

        	
          0,04

        

        	
          0,04

        

        	
          0,04

        

        	
          0,03

        

        	
          4,58

        

        	
          4,61

        

        	
          5,11

        

        	
          4,69

        

        	
          3,69

        
      


      
        	
          Otros gastos

        

        	
          1,79

        

        	
          1,91

        

        	
          1,93

        

        	
          1,66

        

        	
          2,08

        

        	
          0,82

        

        	
          0,85

        

        	
          0,92

        

        	
          0,80

        

        	
          0,65

        

        	
          0,24

        

        	
          0,35

        

        	
          0,34

        

        	
          0,28

        

        	
          0,22

        

        	
          0,01

        

        	
          0,01

        

        	
          0,01

        

        	
          0,00

        

        	
          0,00

        

        	
          2,87

        

        	
          3,12

        

        	
          3,20

        

        	
          2,74

        

        	
          2,96

        
      


      
        	
          A-B. CAPACIDAD (+) O NECESIDAD

          (-) DE FINANCIACIÓN

        

        	
          1,28

        

        	
          -2,89

        

        	
          -9,12

        

        	
          -4,79

        

        	
          -3,43

        

        	
          -0,24

        

        	
          -1,71

        

        	
          -2,01

        

        	
          -3,72

        

        	
          -5,10

        

        	
          -0,31

        

        	
          -0,48

        

        	
          -0,55

        

        	
          -0,65

        

        	
          -0,79

        

        	
          1,27

        

        	
          0,66

        

        	
          0,72

        

        	
          -0,23

        

        	
          -0,10

        

        	
          2,00

        

        	
          -4,42

        

        	
          -10,96

        

        	
          -9,39

        

        	
          -9,42

        
      

    
  


  Fuente: Elaborado a partir de datos de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE).


  


  A su vez, por el lado de los gastos —empleos no financieros en términos contables—, la Administración Central los aumentó en prácticamente todas sus partidas, en una cuantía agregada del orden del 4,5 por ciento del PIB. Cuatro puntos de esta se explican por el aumento de las transferencias a las demás administraciones, pues eran las comunidades autónomas, los ayuntamientos o la Seguridad Social los agentes encargados de ejecutar la parte mollar de los programas de gasto del gobierno que dirigía Zapatero. En el caso de las administraciones regionales, cuyo aumento de gasto llegó hasta una cifra del 2,6 por ciento del PIB, ello permitió, dentro de una pauta general de carácter incrementalista, aumentar sobre todo los salarios —debido a que sus plantillas de funcionarios y contratados no dejaron de subir—, los gastos corrientes —que en el cuadro 1 aparecen en la rúbrica de los consumos intermedios— y las prestaciones sociales derivadas de sus actuaciones en materia de discapacidad y servicios asistenciales. Por su parte, la Administración Local se vio envuelta en una dinámica parecida a la de las comunidades autónomas, aunque con cifras mucho más modestas, siendo los conceptos salarial y de inversiones —que contablemente se integran en la Formación Bruta de Capital Fijo— los que más aumentaron. Y por último, la Seguridad Social tuvo unos gastos que crecieron en un 2,7 por ciento del PIB, lo que se explica por un incremento casi equivalente en las prestaciones sociales.


  Al final, como se ha dicho ya, el déficit público —o necesidad de financiación, en los términos del cuadro 1— acabó situándose en el -10,96 por ciento del PIB, lo que supone un aumento de 12,96 puntos porcentuales con respecto al año 2007 —en el que se había registrado un superávit del 2 por ciento del PIB—. De ello resultó responsable sobre todo el Estado, pudiéndosele atribuir el 80 por ciento del deterioro de las cuentas públicas. Los gobiernos autonómicos contribuyeron con una cuota del 14 por ciento a ese desequilibrio, la Seguridad Social lo hizo en un 4 por ciento y el 2 por ciento restante les corresponde a los ayuntamientos. No cabe, por tanto, el menor asomo de duda cuando se atribuye la desastrosa gestión de las finanzas públicas en aquella época al presidente Zapatero.


  Así las cosas, el año 2010 sería testigo del desplome de la credibilidad en el Gobierno español. La situación deficitaria del sector público había hecho ascender aceleradamente su endeudamiento, de manera que a finales del ejercicio anterior ya llegaba a una cifra equivalente al 46,4 por ciento del PIB. Desde que comenzara la crisis la deuda pública se había multiplicado por 1,5 y, aunque su volumen total no era demasiado alto, la inquietud sobre su futuro asomaba en los mercados financieros. En mayo saltaban todas las alarmas a raíz de la crisis griega, que tuvo que resolverse con un rescate arbitrado por la Comisión Europea, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Central Europeo. El euro, la divisa común, estaba en cuestión y las autoridades comunitarias presionaban sobre las españolas para que frenaran la dinámica destructiva en la que estaban envueltas. El 9 de ese mismo mes, Elena Salgado, la nueva ministra de Economía, que había sustituido a Solbes un año antes, regresaba de una reunión del Consejo de Asuntos Económicos y Financieros (ECOFIN) de la Unión Europea con la exigencia de realizar un significativo y urgente ajuste fiscal. Fue entonces cuando Rodríguez Zapatero, según confesó él mismo en sus memorias de aquel momento,3 se percató de la gravedad de la crisis y dio un giro a su política económica para evitar la intervención europea sobre España.


  Lo hizo, sin embargo, de una manera contradictoria, basada en medidas poco efectivas y sin el menor propósito de disciplinar al conjunto de las administraciones públicas o de emprender reformas estructurales que afectaran al sector privado. Con respecto a este último, en su balance solo se pueden anotar dos actuaciones, una relativa al ámbito laboral y otra al de las pensiones. La reforma laboral de Zapatero era un mero ejercicio retórico en el que aparentemente se facilitaba a las empresas con dificultades su descuelgue de los convenios colectivos y la posibilidad de abaratar los despidos, aunque en la práctica las trabas que se ponían para ello y la inconcreción de la manera como el Estado iba a hacerse cargo de una parte de las indemnizaciones a los trabajadores cesados, hacían de la norma un papel mojado. En cuanto a la reforma de las pensiones, se aprobó un alargamiento de dos años en la vida laboral, de manera que la jubilación pasaba de los sesenta y cinco a los sesenta y siete años. Pero el plazo adoptado para su plena vigencia era tan dilatado —pues habrá que esperar hasta el año 2027— que no tuvo ningún efecto a corto plazo. Ambas reformas, a pesar de su inanidad, irritaron a los sindicatos y suscitaron disensiones en el Partido Socialista, desgastando severamente el crédito político del presidente.


  Desde la perspectiva de las finanzas públicas, el plan de ajuste para dos años, anunciado por Zapatero en mayo de 2010 y basado en el recorte de un 5 por ciento en los salarios de los funcionarios, la congelación de las pensiones, la supresión del cheque-bebé y la reducción de las inversiones del Estado, solo tuvo un impacto menor sobre el déficit público, que bajó desde los 10,96 puntos porcentuales del PIB en 2009 a 9,42 en 2011. Las causas de este recorte demasiado pequeño para la dimensión del problema que había que afrontar se pueden ver con claridad recurriendo de nuevo a los datos del cuadro 1.


  ¿Qué es lo que hizo en la práctica Zapatero? Pues sencillamente aligerar el déficit del Estado transfiriéndole su carga a las demás administraciones. ¿Cómo lo hizo? Pues es muy claro: por una parte, aumentó los ingresos de la Administración Central en 3,26 puntos del PIB por la doble vía de aumentar los impuestos indirectos y recabar transferencias millonarias de las otras administraciones, principalmente de las comunidades autónomas —que, entre 2009 y 2011, las multiplicaron por trece, pasando de 1.273 a 16.559 millones de euros, según datos de la IGAE—; y por otra, redujo los gastos en otros 2,43 puntos del PIB, reduciendo las inversiones públicas y, muy principalmente, las transferencias a las otras administraciones. De esta manera logró encoger el déficit estatal en un 5,69 por ciento del PIB. Sin embargo, al recortar los ingresos de las comunidades autónomas y los ayuntamientos, sin que estas administraciones se vieran obligadas a reducir sus gastos o, en el caso de las locales, lo hicieran mínimamente, lo que se logró es que en ellas aumentara el déficit ostensiblemente: 3,09 puntos porcentuales del PIB en las primeras y 0,24 en las segundas. A ello se añadiría la entrada en déficit de la Seguridad Social al tener estabilizados sus ingresos mientras las prestaciones sociales que pagaba se iban incrementando. De esta manera, el problema del exceso de gasto público con respecto a los ingresos que obtenía una Hacienda Pública demasiado raquítica se focalizaba así en los despilfarros autonómicos y municipales que venían, si haberse corregido, de la era de la prosperidad.


  Unos derroches estos a los que, por cierto, el gobierno de Zapatero no estaba dispuesto a poner freno, pues no en vano, en su primer mandato, había descafeinado la Ley de Estabilidad Presupuestaria promulgada por Aznar, y ahora se encontraba constreñido por la imposibilidad de adoptar medidas unilaterales para disciplinar a las comunidades autónomas, según recordó Manuel Chaves, a la sazón ministro de Política Territorial, en el Congreso de los Diputados en una de las sesiones de control del mes de mayo de 2010.


  Paradójicamente, la estabilidad presupuestaria acabaría siendo la tabla de salvación del Gobierno español ante las presiones europeas para que hiciera frente más decididamente a la corrección del desequilibrio en las cuentas públicas. Al comienzo de agosto de 2011, según relata Zapatero en sus memorias, una llamada del presidente del Banco Central Europeo, Jean-Claude Trichet, le puso en el disparadero de solicitar un rescate ante las instituciones de la Unión Europea. Veinte días más tarde, tal vez para salir de ese trance, presentó ante el Congreso una propuesta de reforma del artículo 135 de la Constitución con el fin de consagrar en ella el principio de estabilidad, de manera obligatoria para todas las administraciones. Se alineaba así a España con los países que habían adoptado, con el máximo rango legal, la que se consideraba como regla de oro presupuestaria a fin de asegurar el equilibrio entre ingresos y gastos. La reforma constitucional fue aprobada por una amplísima mayoría de los diputados y senadores, siendo promulgada el 27 de septiembre de 2011. No pasarían dos meses más hasta que, el 20 de noviembre, Zapatero perdiera las elecciones.
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